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CAPÍTULO I: MARCO GENERAL. 

1.1. Acceso a la Justicia. 

El derecho de acceso a justicia constituye uno de los pilares fundamentales de un Estado de 

Derecho, cuya esencia consiste en poner a disposición de los ciudadanos un sistema capaz 

de procesar y resolver sus conflictos, a fin de garantizar el ejercicio pleno de sus derechos. 

Sin acceso a la justicia, la exigibilidad del resto de los derechos consagrados en la 

Constitución y en las leyes pierde toda viabilidad. Por esta razón el constitucionalismo 

moderno lo reconoce como parte integrante del catálogo de derechos fundamentales,1 

cuya materialización se ejerce a través del sistema de administración de justicia, al cual se 

accede asistida por la institucionalidad destinada a proveer orientación y patrocinio judicial. 

No obstante lo expuesto, esta noción restringida, que acota el acceso a los mecanismos de 

defensa y tutela efectiva del Derecho en sede judicial, se ha visto parcialmente superada en 

nuestro país por medio de la incorporación de herramientas de asesoría jurídica, de carácter 

extrajudicial, que integran la orientación, información y educación en derechos, al igual que 

fórmulas colaborativas de solución de conflictos, como la conciliación y la mediación. 

Garantizar el acceso a la justicia a través de la provisión de instancias de asistencia jurídica 

gratuita es tarea del Estado, el que debe procurar a los ciudadanos la posibilidad de acceder 

efectivamente a un servicio de calidad, que les permita conocer sus derechos, ejercerlos 

oportuna y adecuadamente, prevenir conflictos jurídicos y resolverlos, en condiciones de 

equilibrio e igualdad.  

En este marco, el rol del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en materia de acceso a 

la justicia se funda en el mandato normativo presente en su Ley Orgánica, que le asigna la 

función de “velar por la prestación de asistencia jurídica gratuita en conformidad a la Ley”. 

En virtud de ello, le corresponde efectuar la coordinación y seguimiento de la labor realizada 

por las cuatro Corporaciones de Asistencia Judicial, servicios públicos que han sido creados 

legalmente con este propósito. 

 

1.2. Corporaciones de Asistencia Judicial. 

Las Corporaciones de Asistencia Judicial (CAJ) son servicios públicos relacionados con el 

Presidente de la República a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, creados 

en la década de los ‘80 con el propósito de otorgar asistencia judicial y/o jurídica gratuita a 

personas de escasos recursos, y proporcionar a los egresados de la carrera de Derecho, 

postulantes al título de Abogado, la práctica necesaria para obtenerlo. 

                                                           
1 Informe Anual de Derechos Humanos, Universidad Diego Portales, Santiago, año 2008. Pág. 175. 
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En este marco legal, las cuatro Corporaciones de Asistencia Judicial del país son las 

siguientes: 

 Corporación de Asistencia Judicial de las Regiones de Tarapacá y Antofagasta, 

que otorga cobertura a la Región de Arica y Parinacota, la Región de Tarapacá y 

la Región de Antofagasta. 

 Corporación de Asistencia Judicial de la Región de Valparaíso, que atiende a la 

Región de Atacama, la Región de Coquimbo y la Región de Valparaíso. 

 Corporación de Asistencia Judicial de la Región Metropolitana de Santiago, con 

cobertura en la Región Metropolitana, la Región de O’Higgins, la Región del Maule 

y la Región de Magallanes. 

 Corporación de Asistencia Judicial de la Región del Biobío, que atiende a la 

Región de Ñuble, la Región del Biobío, la Región de la Araucanía, la Región de Los 

Ríos, la Región de Los Lagos y la Región de Aysén. 

Las Corporaciones entregan sus servicios a los usuarios a través de centros de atención 

jurídico social, también conocidos como consultorios jurídicos, los cuales funcionan en 

dependencias fijas y móviles.  Estas unidades operativas están presentes en todas las 

comunas asiento de Tribunal y en algunas donde la exigencia así lo requiere. El tamaño de 

sus equipos profesionales depende de la potencial población beneficiaria de sus servicios, 

siendo generalmente compuestos por abogados, trabajadores sociales, y personal de apoyo 

administrativo.  

Las Corporaciones también disponen de centros de atención especializados, como lo son 

las Oficinas de Defensa Laboral, los Centros de Atención Integral a Víctimas de Delitos 

Violentos y los Centros de Mediación, entre otros. En estas unidades se ejecutan modelos 

de atención específicamente diseñados para abordar de manera profesional conflictos 

jurídicos determinados, sumando a los perfiles profesionales ya señalados, los de psicólogos 

y técnicos jurídicos, según sea el tipo de unidad que se trate. 

 

1.3. Líneas de Atención de las Corporaciones de Asistencia Judicial. 

En el año 2018 se ha presentado una nueva conceptualización de las líneas de atención que 

ejecutan las Corporaciones de Asistencia Judicial, enfatizando en el acceso a la justicia de 

las personas en situación de vulnerabilidad, entendiéndolo como el derecho que tiene toda 

persona de acceder a un sistema que promueva el respeto y ejercicio de sus derechos, y, a 

su vez posibilite la resolución de conflictos, proveyendo defensa jurídica u otros 

mecanismos alternativos, según corresponda. 

Así, el derecho de acceso a la justicia, que se materializa a través de estos servicios busca 

incorporar otras fórmulas de resolución de conflictos de carácter extrajudicial y de asesoría 

previa para diagnosticar situaciones socio jurídicas, de un modo preventivo. Lo anterior 
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permite adscribir a una noción amplia de acceso a la justicia, más allá del patrocinio judicial 

necesario para obtener la decisión jurisdiccional del derecho cuyo reconocimiento se 

promueve o ha sido vulnerado.  

 

 

 

De esta manera, el acceso a la justicia tiene dos dimensiones que se deben abordar. En 

primer lugar, la Asesoría Jurídica, cuyo objeto es otorgar a todas las personas, 

independientemente de su condición económica, información jurídica relevante para 

abordar un conflicto puntual, o una problemática presente o futura, a través de una 

prestación profesional que brinda atención de carácter individual o colectivo. Para esto, se 

cuenta con las líneas de Orientación e Información en Derechos, y la de Prevención de 

Conflictos y Promoción de Derechos. 

La segunda dimensión es la Asistencia Judicial, que comprende los servicios de carácter 

resolutivo, y cuyo objetivo es reconocer y/o ejercer un derecho, poniendo fin a una 

situación de abuso a través de una sentencia ejecutoriada y, en algunos casos, obtener la 

reparación del mal causado producto de esta vulneración. Así, la asistencia judicial 

comprende el patrocinio judicial, servicio de solución colaborativa de conflictos (cuya 

solución generalmente es homologada en sede judicial), y el apoyo integral, 

comprendiendo en este último caso a la atención integral a víctimas de delitos violentos, y 

la representación jurídica de niños, niñas y adolescentes insertos en situación de cuidado 

alternativo, incorporada como una nueva línea de atención especializada desde el año 

2018. 

Esta nueva conceptualización ha impulsado un proceso reflexivo y de discusión respecto del 

propio quehacer, fruto del cual se ha elaborado este documento, con el objeto de 

estandarizar la ejecución de las líneas de servicio que comprende la Asesoría Jurídica, para 

así garantizar la calidad y uniformidad en la atención, de manera tal que toda persona, 

independientemente del lugar del territorio en el que sea atendido, reciba un mismo 

servicio y con iguales estándares de calidad.  
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CAPÍTULO  II: MARCO NORMATIVO. 

 

2.1. Marco normativo internacional. 

El derecho de Acceso a la Justicia recibe consagración de rango constitucional y legal en el 

Derecho Comparado, y su tratamiento ha sido profuso objeto de importantes Convenciones 

y Pactos Internacionales. 

En este orden, el marco internacional es extenso, partiendo por la Declaración Universal de 

los Derechos Humanos de 1948, ratificada por Chile en el mismo año, en la cual se 

establecen garantías frente a la justicia. 

Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ambos adoptados por la Asamblea General 

de Naciones Unidas en 1966, ratificados posteriormente por nuestro país, vienen a reforzar 

los principios jurídicos contenidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 

abordando aspectos tales como la igualdad, la no discriminación y el establecer la obligación 

del Estado de garantizar el ejercicio de los derechos que en ellos se enuncian.  

En 1989, Chile ratifica la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer, la que había sido adoptada por la Asamblea General de 

Naciones Unidas en 1979. Al año siguiente, con el restablecimiento del Congreso Nacional, 

Chile ratifica la Convención sobre los Derechos del Niño. En ambas disposiciones se 

establecen obligaciones específicas para el Estado, respecto a la prevención, protección y 

defensa de estos grupos vulnerables. 

En 1991 nuestro país ratifica la Convención Americana sobre Derechos Humanos suscrita 

en la conferencia especializada interamericana llevada a cabo en San José de Costa Rica en 

el año 1969. En esta Convención se establece un marco básico que posibilita el 

reconocimiento de estos derechos, así como medios de protección. 

Posteriormente, en el ámbito jurisdiccional, la Cumbre Judicial Iberoamericana, en el año 

2008 estableció las Reglas de Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de 

Vulnerabilidad, aprobadas en la misma Cumbre y posteriormente sometidas a ratificación 

por los Estados miembros. Estas reglas establecen la promoción efectiva del acceso a la 

justicia para estos grupos de la población, así como medidas de su correcta aplicación, 

particularmente destinadas al Poder Judicial, pero que también han servido de orientación 

a las instituciones que procuran asistencia en juicio.  De este modo, entre las Reglas “(28) 

Se constata la relevancia asesoramiento técnico-jurídico para la efectividad de los derechos 
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de las personas en condición de vulnerabilidad”2 tanto en el ámbito de la asistencia legal, 

en la que se enmarca la consulta jurídica sobre toda cuestión susceptible de afectar 

derechos o intereses, en el ámbito de la defensa en juicio, y también en materia de 

asistencia letrada a las personas privadas de libertad. Finalmente, la Cumbre plantea la 

“necesidad de garantizar una asistencia técnico-jurídica de calidad, especializada y gratuita, 

para aquellos que se encuentran en la imposibilidad de afrontar los gastos con sus propios 

recursos y condiciones.”3 

Finalmente, en el mismo sentido se reafirma el compromiso de los Estados con el acceso a 

la justicia, a través de la Declaración de la Reunión de Alto Nivel de la Asamblea General de 

la ONU, celebrada el 24 de septiembre de 2012. En ella, se pone en relieve el derecho a la 

igualdad en el acceso a la justicia para todos, incluidos los miembros de los grupos 

vulnerables, y la importancia del conocimiento y educación de la población sobre los 

derechos jurídicos que le asisten.  Los Estados participantes, ratificaron en la Declaración su 

compromiso por adoptar todas las medidas necesarias para “prestar servicios justos, 

transparentes, eficaces, no discriminatorios, responsables y que promuevan el acceso a la 

justicia para todos, entre ellos, la asistencia jurídica.”4 

 

2.2. Marco normativo de la Asistencia Jurídica en Chile. 

La Constitución Política de la República, en el numeral 3 de su artículo 19, consagra como 

garantía constitucional la asistencia jurídica y entrega su regulación al imperio de la ley. De 

este modo, la Ley N°17.995 del año 1981 y, posteriormente, la Ley  N°18.632 del año 1987, 

crean cuatro Corporaciones de derecho público, sin fines de lucro, cuya finalidad es prestar 

asistencia jurídica y judicial gratuita a personas de escasos recursos y, además, proporcionar 

los medios para efectuar la práctica necesaria para el ejercicio de la profesión, a los 

postulantes a obtener el título de Abogado, de conformidad con lo preceptuado en el 

numeral 5 del artículo 523 del Código Orgánico de Tribunales.  

Dentro del ordenamiento jurídico, desde una mirada general, las gestiones judiciales 

ejecutadas por los funcionarios dependientes de las Corporaciones de Asistencia Judicial 

están sujetas al Código de Procedimiento Civil, el Código Orgánico de Tribunales, la Ley N° 

18.120 que establece las normas de comparecencia en juicio y la Ley N° 20.886 que modifica 

                                                           
2 XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, Brasilia, 4 al 6 de marzo de 2008. “Reglas de Brasilia sobre Acceso a la 
Justicia de las Personas en condición de vulnerabilidad”. Capítulo II Efectivo Acceso a la Justicia para la defensa 
de los derechos. Sección 2° Asistencia Legal y Defensa Pública. N° 1, Regla 28. 
3 Ídem. Reglas 30 y 31. 
4 Declaración de la Reunión de Alto Nivel de la Asamblea General sobre el Estado de Derecho en los planos 
nacional e internacional. Resolución aprobada por la Asamblea General el 24 de Septiembre de 2012. En 
https://undocs.org/es/%20A/RES/67/1. Última visita, 30 noviembre 2018. 

https://undocs.org/es/%20A/RES/67/1
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el Código de Procedimiento Civil, para establecer la tramitación digital de los 

procedimientos judiciales. 

 

2.3.  Marco normativo de las líneas de servicio de Asesoría Jurídica otorgada por las 

Corporaciones de Asistencia Judicial. 

El marco normativo nacional que regula de un modo específico el derecho al acceso a la 

información y la realización de atención ciudadana hace referencia a los siguientes 

preceptos normativos: 

 Decreto Supremo N° 680, del 21 de septiembre de 1990. Aprueba instrucciones 

para el establecimiento de Oficinas de Información para el Público usuario en la 

Administración del Estado.  

 Ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública. 

 Ley N° 19.880 que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que 

Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado. 
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CAPÍTULO III: PRINCIPIOS RECTORES DE LAS LÍNEAS DE ASESORÍA JURÍDICA. 

Los principios rectores de la Línea de Orientación e Información en Derecho constituyen 

directrices normativas que inspiran la prestación del servicio, y por lo tanto, sirven de marco 

a la actuación que se espera de los funcionarios que lo otorgan. 

Los principios rectores que a continuación se señalan, se enmarcan bajo el alero del acceso 

a la justicia como fin último de todos los servicios que brindan las Corporaciones de 

Asistencia Judicial, imperativo jurídico que el constituyente y el legislador imponen con la 

finalidad de garantizar el ejercicio pleno de los derechos y deberes de todos los ciudadanos, 

en un marco de búsqueda constante del bien común y la paz social.  

Los principios rectores de las líneas de asesoría jurídica son los siguientes: 

 Universalidad. 

Las líneas de servicio de la Asesoría Jurídica son de acceso universal. Ello significa 

que toda persona, cualquiera sea su edad, sexo, género, etnia, nacionalidad, lugar 

de residencia, situación socioeconómica o condición, debe tener la posibilidad de 

conocer sus derechos, los de su grupo familiar, comunidad y/o grupo de 

pertenencia, a través de los servicios brindados por las Corporaciones. De este 

modo, la asistencia jurídica debe contemplar acciones afirmativas que permitan, 

efectivamente, que todos tengan acceso al servicio. 

 

 Accesibilidad. 

Este principio hace alusión además a la accesibilidad profesional o inmediación, que 

corresponde a la posibilidad de que toda persona tenga contacto directo con un 

profesional competente, eliminando intermediaciones innecesarias.    

Esto se puede traducir en medidas que faciliten tanto la accesibilidad física de las 

personas (consultorios jurídicos móviles o centros de atención jurídico social 

ubicados cerca de donde habitan o circulan habitualmente las personas), la 

accesibilidad tecnológica (a través de página web, u otros mecanismos),  así como 

de flujos de atención que les permitan entrevistarse con los profesionales en forma 

expedita, accediendo a información respecto del estado de su situación particular, 

en términos tales que además pueda transformarse en un agente colaborador de su 

respectiva gestión. 

Finalmente, este principio también se aplica como acceso a la jurisdicción, evitando 

que el servicio establezca barreras (comunicación/información, de movilidad, 

geográficas, o actitudinales) que impidan a las personas conocer, comprender y 

ejercer sus derechos. 
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 Igualdad e inclusión. 

La igualdad y la inclusión son principios básicos de las normas internacionales de 

derechos humanos. Toda persona, sin distinción, tiene derecho a disfrutar de todos 

los derechos humanos, incluidos el derecho a la igualdad de trato ante la ley y el 

derecho a ser protegido contra la discriminación por diversos motivos. 

 

 Profesionalización.  

El servicio de Asesoría Jurídica es profesional, por ello incorpora estándares técnicos 

para la realización del diagnóstico de la situación planteada por el usuario/a, así 

como para la entrega de información sociojurídica, ya sea a nivel individual o 

comunitario.  

Excepcionalmente participarán técnicos en la intervención, y podrá considerarse 

eventualmente el apoyo de postulantes en las actividades de prevención de 

conflictos y promoción de derechos bajo la supervisión de profesionales, pero no en 

el servicio de orientación e información en Derechos. 

 

 Gratuidad 

Todos los servicios de Asesoría Jurídica procurados por las Corporaciones de 

Asistencia Judicial son gratuitos. 

 

 Concentración  

El servicio debe ser otorgado procurando resolver y concentrar todas las diligencias 

posibles para evitar la dilación en la atención del usuario/a. Para aquellos casos en 

que a criterio del profesional se requiere de la revisión previa de documentos o 

antecedentes para efectuar la orientación profesional, la asesoría puede 

prolongarse en sesiones sucesivas hasta la conclusión del servicio. 

 

 Celeridad 

El servicio busca resolver las necesidades jurídicas y/o sociales del usuario en el 

menor tiempo posible, procurando la eficacia en la gestión de los profesionales que 

conocen de su caso. 
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CAPÍTULO IV: LÍNEA DE ORIENTACIÓN E INFORMACIÓN EN DERECHOS. 

 

4.1 Conceptualización de la Línea de Orientación e Información en Derechos. 

La Orientación e Información en Derechos es la primera línea de servicio que ofrecen las 

Corporaciones de Asistencia Judicial, y consiste en la entrega de asesoría socio jurídica, 

mediante la cual se acoge a las personas, se diagnostica su situación, y se entrega 

información respecto del problema o conflicto consultado, orientando sobre los deberes y 

derechos del usuario/a, y la manera más adecuada de hacer efectivo su ejercicio. 

Se trata de un servicio profesional, que brinda una atención personalizada y que se otorga 

sin calificación socioeconómica previa. 

 

4.2. Objetivos y funciones de la Línea de Orientación e Información en Derechos 

 

4.2.1.  Objetivo general 

Facilitar el acceso de las personas a la justicia, mediante la entrega de orientación e 

información a través de una entrevista de asesoría socio jurídica, en la que se promueve el 

conocimiento y el ejercicio de sus derechos.5  

 

4.2.2. Objetivos específicos: 

1. Recibir y acoger al usuario.  

2. Conocer los motivos que lo llevan a requerir el servicio y estudiar los antecedentes 

que ponga a disposición. 

3. Diagnosticar la situación planteada, distinguiendo si existe o no una afectación de 

derechos, y la forma de restablecerlos. 

4. Informar y asesorar al usuario sobre la consulta formulada, y las alternativas   

disponibles en el servicio o en otra instancia, en caso de que se requiera, efectuando 

un ajuste de sus expectativas a las posibilidades reales de atención y resolución del 

caso. 
 

                                                           
5 En el caso del otorgamiento de esta línea de servicios en los Centros Especializados, como lo son los Centros 
de Mediación y los Centros de Atención Integral a Víctimas, la entrega debe ajustarse a las necesidades 
específicas del usuario requirente, asegurando el apoyo y contención que amerita esta entrevista de asesoría, 
y la adecuada derivación, en caso de no ser procedente el servicio. 
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4.2.3.  Funciones de la línea 

1. Atender a los usuarios que ingresan por primera vez a la Corporación. 

2. Brindar orientación y asesoría jurídica. 

3. Derivar adecuadamente a los usuarios, a través de los canales internos de asistencia 

judicial, o externos. 

4. Establecer coordinaciones con dispositivos de atención de otros servicios públicos y 

privados. 

5. Poner a disposición del usuario información jurídica y de utilidad pública, mediante 

la cual se exponga o entregue material informativo.  

6. Registrar debidamente las atenciones efectuadas. 

 

4.3. Descripción de la Línea de Orientación e Información en Derechos. 

La Orientación e información en Derechos comprende desde la primera acogida que se 

ofrece al usuario cuando acude al servicio, siendo generalmente brindada por el personal 

administrativo, hasta la completa orientación y asesoría que otorga el profesional respecto 

de la materia expuesta, con independencia de si el motivo de consulta genera 

posteriormente una derivación interna o externa, o se pone fin al servicio luego de 

satisfacer la inquietud. 

En este contexto, el diagnostico que realiza el profesional que brinda el servicio, que 

equivale a un análisis socio jurídico de la situación planteada por el usuario, constituye una 

etapa esencial para informar posteriormente sobre las alternativas de solución pertinentes 

al caso concreto, ya sean de orden judicial o extrajudicial. 

En la atención que se procura por esta vía, existen usuarios que cuentan con una garantía 

de atención preferente, en razón de su condición o de la problemática que presentan.  En 

esta situación se encuentran los niños, niñas y adolescentes, las mujeres embarazadas, los 

adultos mayores y las personas en situación de discapacidad. Asimismo, en función de la 

materia consultada tienen preferencia quienes plantean situaciones de violencia 

intrafamiliar y, en general, vulneraciones graves de derecho que ameritan la pronta 

protección del Tribunal.  Se añaden finalmente a esta preferencia, los casos urgentes en que 

se vea amenazado el ejercicio de los derechos del usuario por el inminente cumplimiento 

de plazos de caducidad, prescripción o preclusión. 

Cabe señalar que por el hecho de constituir la puerta de entrada a la cadena de servicios, 

habrá situaciones en que luego de la primera acogida, la consulta formulada por el usuario 

podrá resolverse con orientación e información de carácter general, entendiendo por tal 

aquellas consultas que no refieren a un conflicto socio jurídico, y que por lo tanto, pueden 

ser resueltas por el personal administrativo a cargo de la recepción. 
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A su vez, constituirán una entrega del servicio las situaciones en donde la materia planteada 

efectivamente refiere a un conflicto jurídico que requiere de orientación e información de 

derechos de carácter profesional, ya sea porque la consulta del usuario dice relación con el 

reconocimiento de un derecho, o bien requiere la restitución y/o reparación en caso de que 

éste se encuentra vulnerado.  

Las dos situaciones descritas en los párrafos precedentes ameritan el registro de la consulta, 

sin embargo, solo en las intervenciones que requieren de asistencia profesional nos 

encontraremos frente a un caso que ingresa al servicio de Orientación e Información en 

Derechos propiamente tal. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En los casos en donde se determina la necesidad de una atención profesional, el abogado o 

trabajador social que brinda el servicio deberá efectuar el diagnóstico ya indicado, del cual 

podrá desprenderse la necesidad de derivar el caso, internamente o a otra institución, 

debiendo efectuar diversas acciones que serán descritas con mayor nivel de detalle en el 

apartado que contiene las etapas del servicio.    

Este servicio se brinda en todos los centros de atención jurídico social y especializados de 

las Corporaciones de Asistencia Judicial, variando en éstos últimos la composición del 

personal idóneo para su otorgamiento, ya que por ejemplo, en las Oficinas de Defensa 
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Laboral quien procura el servicio son técnicos jurídicos especializados en la materia, y en el 

caso de los Centros de Atención a Víctimas de Delitos Violentos, la primera atención 

presenta variantes que imprimen mayor nivel de profundidad y especialización a esta 

entrevista, la que generalmente es realizada en dupla o triada profesional 

(psicosociojurídica). 

Finalmente, es preciso reconocer que en los últimos años, este servicio también ha sido 

procurado por vía remota, sea esta atención telefónica o consulta web. En estos casos 

además de otorgar información sociojurídica acorde a la situación planteada, generalmente 

se efectúa la derivación responsable, si el caso amerita continuar la intervención en otra 

línea de atención interna o externa a la Corporación.  

 

4.4. Ejes centrales de la atención. 

Los ejes centrales de ésta línea de servicio se definen como las condiciones que debe 

cumplir la atención para dar respuesta a los objetivos planteados, materializando los 

principios que fundan el actuar de la asesoría jurídica. 

En razón de lo expuesto, los ejes centrales de atención de la línea de Orientación e 

Información en Derechos son los siguientes:  

 Pertinencia y flexibilidad. 

Esta línea debe proporcionar orientación e información pertinente al motivo de 

consulta planteado por el usuario, en forma clara, completa y veraz. 

La perspectiva jurídica del conflicto tiene contornos delimitados, y no siempre 

visualiza las consecuencias económicas, sociales, personales y emocionales que 

genera en las personas la situación. Por esta razón, el enfoque social del servicio 

apunta a generar un diagnóstico integral, contemplando en la orientación asesoría 

respecto de la red institucional disponible, generando las derivaciones pertinentes. 

Todo ello se puede traducir en programas especiales para la atención de ciertas 

problemáticas o necesidades específicas de grupos vulnerables, como la indígena, 

adultos mayores, los derechos de los niños, niñas y adolescentes, víctimas de 

violencia de género, la protección de los derechos de agua o de los derechos de 

propiedad en sectores rurales, etc., de acuerdo a las necesidades diagnosticadas en 

cada localidad. 

 

 Respeto y empatía. 

El usuario inmerso en un conflicto jurídico ve afectada muchas veces su dignidad o 

su integridad, tanto personal como familiar. Ello debe considerarse en la atención, 

la cual debe procurarse con el debido respeto, empatía y confidencialidad que la 
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situación amerita, a fin de generar un clima de confianza que permita transmitir de 

forma asertiva y correcta, la información y orientación en Derechos requerida.  

 

 Reserva 

Las gestiones y atenciones realizadas por parte de los funcionarios de las 

Corporaciones son de carácter esencialmente reservado, conforme a lo dispuesto 

en la Ley N° 16.298 sobre Protección de Datos de Carácter Personal.  

Su reserva se extiende como deber a todos los funcionarios y postulantes al título 

de abogado que se encuentren realizando su práctica profesional en la institución, 

quienes se encuentran impedidos de difundir a terceros, por cualquier medio y en 

cualquier época, información relativa a los antecedentes personales del usuario, de 

la materia consultada, documentos presentados y de cualquier información 

otorgada por éste, salvo las excepciones que autoriza la ley.  

Finalmente, el registro de la intervención que se efectúe, debe cautelar la reserva 

de la información entregada, destinándola exclusivamente a los fines del servicio. 

 

 Oportunidad. 

La línea de Orientación e Información debe procurar una entrega oportuna de la 

atención comprometida, en los horarios y días informados. 

Asimismo, las respuestas o gestiones que de su acción se deriven, deben enmarcarse 

en los plazos establecidos a través de los procedimientos y normativas internas, 

teniendo presente lo dispuesto en la Ley N° 19.880, que establece las bases de los 

procedimientos administrativos. 

 

 Modernización. 

El acceso a la justicia debe incluir en todos sus aspectos, la tecnología disponible 

para dotar información, orientación y servicios jurídicos que faciliten y hagan 

efectiva, para todas las personas, la garantía de la igual protección de la ley.   

Este eje supone un esfuerzo de mejora continua, a la par con el desarrollo 

informático que facilita tanto medios como vías de comunicación entre el servicio y 

sus usuarios. 

 

 Eficacia y Eficiencia. 

La calidad en la gestión pública implica cumplir con el principio de eficacia, 

entendido como la consecución de los objetivos, metas y estándares orientados a la 

satisfacción de las necesidades y expectativas del ciudadano. 

La gestión pública debe seguir el principio de eficiencia, comprendido como la 

optimización de los resultados alcanzados con relación a los recursos disponibles e 

invertidos en su consecución. 
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El servicio de Asesoría Jurídica debe actuar en función de sus objetivos, para lograr 

el resultado esperado en forma eficiente y eficaz. Es decir, el mejor resultado con 

un uso óptimo y racional de recursos en pos de las necesidades del usuario y la 

comunidad. 

 

 Enfoque de género. 

El servicio de Orientación e Información en Derecho debe entregar una atención que 

favorezca la equidad de género, la igualdad en el ejercicio de derechos y 

oportunidades, procurando eliminar y sancionar judicialmente, toda forma de 

discriminación arbitraria en contra de hombres y mujeres en razón de su sexo u 

orientación sexual. 

 

 

 

4.5. Cobertura y materias atendidas. 

 

4.5.1.  Acceso universal al servicio. 

Todas las personas, sin distinción de sexo, raza, edad, identidad u orientación sexual, etnia, 

nacionalidad y/o situación socioeconómica de la persona que lo solicita. 

 

4.5.2. Materias atendidas por la Línea de Orientación e Información en Derechos. 

Todos aquellos conflictos de relevancia socio jurídica que sean planteados por personas 

requirentes del servicio. 

Principalmente, se trata de problemas suscitados en materia de familia, asuntos laborales 

y civiles.6 Esto, sin perjuicio de otras temáticas sociojurídicas en las que se demande 

información, y que probablemente puedan implicar la derivación del caso. 

 

4.6. Flujos y etapas de la Línea de Orientación e Información en Derechos. 

El trabajo desarrollado por la Corporación de Asistencia Judicial de la Región de Valparaíso 

en la materia7, distingue la existencia de cinco sub etapas en la Línea de Orientación e 

Información en Derechos, las cuales se reconocen como hitos relevantes en el otorgamiento 

                                                           
6 Se destaca como buena práctica la generación de fichas técnicas que CAJMETRO ha elaborado para facilitar 
la entrega del servicio a sus funcionarios, las cuales pueden ser consultadas de manera simultánea a la que 
transcurre la atención. 
7 Protocolo Primera Atención y Acogida de Usuarios. Tu Acceso a la Justicia. Corporación de Asistencia Judicial 
de la Región del Valparaíso. Enero 2017. 
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del servicio. Parte de esta propuesta será adaptada para efectos de este modelo, 

considerando la ubicación de estas etapas al interior de tres fases: 

 Primera acogida. 

 Orientación General. 

 Orientación e Información en Derechos. 

Como fue señalado precedentemente, no todo aquello que ingresa al servicio 

necesariamente requiere una asesoría socio jurídica.  Como portal de inicio, la recepción de 

cada unidad operativa, así como las vías remotas de atención (telefónica y virtual) pueden  

recibir inquietudes de carácter general, en cuya gestión y respuesta no es necesaria la 

intervención profesional. 

Dado lo anterior, y para efectos de organizar la entrega del servicio, se ha estimado que en 

las etapas de primera acogida y orientación general, son generalmente otorgadas por el 

personal administrativo, requiriendo la asistencia de un profesional la fase de orientación e 

información en derecho, mediante la cual se materializa el servicio que identifica la 

denominación de esta línea. 

 

4.6.1. Primera Acogida. 

Esta fase se inicia con la bienvenida del usuario al servicio, una vez que se produce el primer 

acercamiento a la Corporación. 

En esta etapa el funcionario debe observar con atención y saludar amablemente al usuario, 

procurando un contacto visual que sea receptivo y le inste a formular su inquietud o 

requerimiento. 

Es clave realizar una acogida empática, la cual debe estar caracterizada por la capacidad de 

escucha y conexión con lo que el usuario plantea. Para facilitar esta tarea, resulta relevante 

generar instancias de capacitación que potencien las habilidades blandas y promuevan la 

disposición y buen trato que debiese caracterizar a todos aquellos quienes realizan esta 

labor al interior de la Corporación, e incorporar estas características dentro del perfil 

requerido en el proceso de selección del personal que se contrata para estos efectos. 

 

4.6.2. Proceso de Orientación General. 

Una vez que el usuario realiza su planteamiento, corresponde generalmente al personal 

administrativo que lo recibe organizar la información entregada en virtud de la oferta 

institucional, y los antecedentes que disponga del entorno atingentes a la inquietud 

planteada.  
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Para llevar a cabo lo anterior, es importante verificar que se cuenta con la información 

suficiente para organizar la respuesta, ante lo cual podría ser necesario formular preguntas 

y/o aclarar el motivo de consulta.  A continuación, el funcionario reconoce y tipifica el 

requerimiento, determinando su procedencia, esto es, si corresponde a una inquietud de 

orden general que el propio funcionario puede responder, o corresponde a una consulta 

pertinente al servicio de orientación e información en derechos, caso en el cual deberá 

derivar de inmediato al profesional de la unidad o bien entregar antecedentes relativos a la 

documentación necesaria para facilitar el servicio (si es indispensable) y efectuar su 

agendamiento. 

Finamente, una vez otorgada la respuesta a la inquietud general, o bien, derivado al 

profesional de la unidad y/o entregados los antecedentes necesarios para la procedencia 

del servicio, junto con información respecto de la hora de atención y el nombre y profesión 

del profesional a cargo de brindárselo, el funcionario debe despedirse, comprometiendo su 

participación en la siguiente etapa (si es el caso) e invitando al usuario a asistir a las 

actividades que eventualmente estén programadas en la línea de prevención de conflictos 

y promoción de derechos. 

 

4.6.3. Proceso de Orientación e Información en Derechos. 

Corresponde a la entrevista de asesoría sociojurídica propiamente tal, la que nuevamente 

se inicia con una fase de acogida por parte de los funcionarios que reciben al usuario, 

caracterizada por un saludo cordial y el contacto visual al momento de dirigirlo al lugar en 

donde será asistido. 

De parte del profesional se debe practicar la misma bienvenida, luego de lo cual 

corresponde que el funcionario se presente y contextualice el servicio que se proporcionará 

en este espacio. A continuación, se insta al usuario a explicitar con mayor nivel de detalle el 

motivo de su consulta, y exhibir, si corresponde, la documentación requerida o que estime 

pertinente entregar. 

En esta fase el profesional explora la consulta que presenta el usuario, determina la 

afectación que le genera, las necesidades e intereses que manifiesta y qué es lo que espera 

del servicio. Debe conocerse también las partes involucradas en la situación y las formas de 

resolución que ha intentado. Desde el punto de vista jurídico, el profesional a cargo debe 

ser capaz de comprender lo planteado, y generar una devolución acorde, que oriente e 

informe en Derecho.  

Lo anterior implica organizar la información entregada, determinar la eventual existencia 

de un conflicto socio jurídico y responder técnicamente al usuario, desde un lenguaje claro 

y accesible, que le permita decodificar el mensaje, y resolver a partir de esa información el 

curso de acción que desea emprender una vez satisfecho su motivo de consulta. 
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En este momento es clave que el profesional verifique la comprensión de la devolución 

efectuada, ya que, si ello no se logra, la consulta podrá volver a repetirse en ésta u otra 

instancia público o privada de atención. Para ello, el profesional deberá atender a las 

señales que el usuario pueda entregar al efecto, ya sea en forma verbal o analógica, 

debiendo repetir o aclarar la información hasta comprobar la adecuada recepción de la 

información entregada.  En este proceso, es útil realizar consultas para comprobar la 

adecuada comprensión del mensaje, y corroborar si existen dudas. 

Tras la devolución, corresponde determinar el camino que el usuario adoptará luego de ser 

asesorado, en caso de que el asunto no se resuelva con la sola entrega de orientación 

sociojurídica. En este momento, el profesional integra a su explicación los canales judiciales 

y extrajudiciales que permitirían abordar la problemática, precisando las ventajas y 

dificultades que puede existir en cada opción, a fin de que el usuario indique qué es lo que 

desea realizar, de manera voluntaria y comprometida con su situación.  

Sobre este punto, es importante relevar la importancia de los mecanismos colaborativos 

establecidos por ley, o bien, de un modo convencional, para lo cual, el profesional que 

oriente debe estar debidamente preparado, asesorando de manera informada sobre las 

características y consecuencias de estos procesos.  

De este modo, las opciones que el profesional presente al usuario para abordar su conflicto 

pueden verse acotadas en las materias en que por ley se establecen instancias de resolución 

previa de manera obligatoria, como por ejemplo, la mediación en determinados asuntos de 

familia y de salud. En los casos en que la resolución alternativa de conflictos es un 

mecanismo voluntario, se debe relevar los beneficios de estas instancias, informando al 

usuario sobre las ventajas y estimulando su uso, incluso en materias de orden civil (materias 

como el arriendo, precario, indemnización de perjuicios conflictos vecinales), potenciando 

de esta forma la línea de solución colaborativa de conflictos provista por la propia 

Corporación a través de los Consultorios Jurídicos o el Centro de Mediación.  Siempre se 

debe destacar que los resultados de estos procesos son ratificados en Tribunales, 

permitiendo que estas resoluciones judiciales sirvan a modo de título ejecutivo para el 

cumplimiento de lo demandado. 

Es importante que el funcionario dé a conocer los efectos socio-jurídicos de las diversas 

opciones con que cuenta el usuario para abordar la problemática que plantea, 

permitiéndole escoger una vez que ha sido clara y completamente informado, a fin de que 

por sí mismo valore y pondere su situación, generando el empoderamiento necesario para 

asumir la vía de solución que más se ajusta a sus intereses y expectativas.  

Si por la naturaleza del conflicto se requiere de una nueva entrevista que complemente la 

orientación a la luz de otros antecedentes, o de otras intervenciones profesionales para 

resolver el conflicto jurídico planteado por el usuario/a, estas se brindan a continuación de 

la primera entrevista, o bien, en la fecha de atención más próxima. En este último caso 
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deberá efectuarse si corresponde, una derivación interna o externa, o bien, se deberá 

facilitar la realización de diligencias u escritos ante instancias administrativas, si se trata de 

una gestión extrajudicial. 

El cierre de la entrevista se establece luego de la comprobación de que el usuario se 

encuentra debidamente informado. Se entenderá por debidamente informado aquel 

usuario que: 

- Ha sido completamente informado respecto a la necesidad y/o conflicto jurídico que 

le motivo para acudir al servicio, pudiendo el usuario formular preguntas o 

acotaciones que clarifiquen o profundicen en la materia. 

- Ha sido informado de las alternativas de solución disponibles, abarcando las 

instancias colaborativas, administrativas y/o judiciales pertinentes según el caso. 

- Ha sido informado de las consecuencias que se derivan de su necesidad y/o conflicto 

jurídico, particularmente, si desea mantener la situación actual, o si adopta alguna 

de las alternativas de resolución en las que ha sido asesorado. 

Cumpliéndose estas tres circunstancias, será posible afirmar que el usuario se encuentra 

debidamente informado, lo cual se debe además cotejar, a través de una pregunta que 

permita verificar la cabal comprensión de los contenidos entregados. 

Otra situación que se observa al término de la atención, es la eventual necesidad de 

efectuar gestiones posteriores.  En estos casos, puede acontecer que la necesidad jurídica 

no se satisface cabalmente con la información entregada, haciéndose necesario adoptar un 

curso de acción de entre aquellos que el profesional que ejecuta la línea le ha planteado.  

Cabe hacer presente que, en virtud del empoderamiento ciudadano que esta línea propone, 

es el usuario quien debe escoger la vía a través de la cual canalizará la resolución del motivo 

de consulta, conociendo a través de la orientación e información entregada, los pasos y 

consecuencias que se desprende de esta elección, ya sea que ello implique permanecer en 

la Corporación, o ser derivado a otra instancia o servicio.  

Finalmente, con la finalidad de constatar la información entregada en esta etapa, así como 

los derechos y deberes del usuario respecto de esta instancia, algunas Corporaciones 

presentan cartas de compromiso o declaraciones de ingreso al servicio, para ser suscritos 

por el usuario, además de la responsabilidad que la persona asume en la consecución del 

caso o causa judicial en los que solicita ejercer acción o defensa judicial, y respecto de la 

cual solicita asistencia.  En este marco, se hace patente que en virtud de los compromisos 

institucionales ejecutados en 2011, las Corporaciones concordaron un decálogo informativo 

que podría reeditarse como afiche o para integrar parte de esta carta o declaración. 

No obstante lo expuesto, en los siguientes puntos se hace hincapié respecto de acciones 

específicas a realizar, conforme sea el camino de solución adoptado por el usuario en base 
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a la asesoría sociojurídica proporcionada, particularmente, cuando se requiere derivar el 

caso: 

 Derivación interna. 

 

o Derivación a la vía colaborativa.  

Si el usuario opta por resolver colaborativamente su conflicto, debe definirse si 

el servicio se otorgará en el Centro de Atención Jurídico Social en que se efectuó 

la Orientación e Información en Derecho, o en un Centro de Mediación. 

Si se determina que la prestación se brindará en el Centro de Atención Jurídico 

Social, debe convenirse con él usuario cuál es la fórmula más adecuada para 

convocar a las demás personas involucradas en la situación, entregándosele las 

citaciones, o efectuándolas el centro por la vía que se defina al efecto (correo 

electrónico o físico, o llamado telefónico).  Al realizarse el agendamiento del 

encuentro, debe entregarse al usuario un recordatorio con el día y hora 

convenido, y el nombre del profesional que conducirá el proceso colaborativo. 

Si se define que el servicio se realizará a través de un Centro de Mediación, se 

efectúa la derivación pertinente, agendando una hora de atención, y se le indica 

que en virtud de la entrevista que allí se desarrolle, se determinará la 

convocatoria de los involucrados. 

Finalmente, debe reiterarse las ventajas de esta alternativa, informándole al 

usuario de sus alcances, y también de lo que ocurrirá en caso de que por diversos 

motivos el proceso se fruste, dejando clara la opción de judicializar el asunto, 

siempre que exista viabilidad jurídica y se cumpla con los criterios de focalización 

socioeconómica. 

 

o Derivación a la vía judicial. 

Si la representación judicial es la opción escogida por el usuario para resolver su 

situación, y éste servicio puede ser provisto por la Corporación, al finalizar la 

entrevista se debe: 

- Calificar socioeconómicamente al usuario, informándole que ello constituye 

un requisito indispensable para proporcionarle el patrocinio judicial que 

requiere focalizarse en la población más vulnerable, por mandato legal. Para 

realizar este proceso, debe tenerse presente las directrices existentes en la 

materia. 

- En caso de calificar, debe entregarse al usuario la lista de documentos y 

antecedentes requeridos para proseguir judicialmente con el asunto. Para 
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ello, es útil que el servicio disponga de material que contenga esta 

información, o pueda imprimirse en el momento, con el objeto de facilitar su 

oportuna y completa recolección. 

- Por último, debe derivarse internamente y en forma inmediata la siguiente 

atención, o de no ser posible, agendar una entrevista, entregándole por 

escrito el día y hora de esta citación, además del nombre del profesional que 

le asistirá en esa oportunidad. 

 

o Derivación a la línea de Atención Integral a Víctimas. 

Si el conflicto jurídico planteado por el usuario hace referencia a que él/ella o 

alguien de su entorno fue víctima de un delito, el funcionario deberá orientar 

respecto de la oferta CAJ existente, teniendo presente la cobertura territorial 

disponible. 

En este contexto, deberá ilustrar sobre las características del servicio, la 

asistencia legal y psicosocial que se otorga, y evaluar conjuntamente la 

pertinencia de una derivación a esta oferta especializada. 

En consecuencia, en caso que proceda, deberá derivarse internamente y en 

forma inmediata a la hora de atención más próxima, entregándole por escrito 

el día y hora y lugar de esta citación, y el nombre de los profesionales que le 

asistirán en esa oportunidad. 

 

Luego de entregada la asesoría solicitada, debe procederse a una despedida cordial, en la 

que se le compromete a perseverar en el asunto, por la vía de solución elegida para estos 

efectos. 

 

 Derivación externa. 

Para que una derivación sea exitosa y entregue garantías de efectiva resolución a la 

problemática planteada por el usuario, el funcionario debe conocer en detalle la red 

institucional y la oferta de servicios disponible. Para ello, es útil que la Corporación cuente 

con información de la red existente, con un catálogo de direcciones y teléfonos, y 

especialmente, de las unidades operativas presentes en el territorio en el cual acontece la 

atención.  

En este contexto, se entiende que una derivación es responsable por parte del profesional 

o funcionario que la realiza, cuando se establece contacto con el servicio al cual se deriva el 
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asunto, confirmando la disponibilidad de oferta pertinente al caso, asegurando idealmente 

una hora de atención del usuario. 

De esta gestión se da cuenta al usuario en forma inmediata, entregándole los antecedentes 

por escrito, y un documento en que conste la atención y el motivo por el cual se deriva a 

través de un formulario tipo, o aquel que se establezca de manera específica en virtud de 

los convenios de colaboración y derivación de casos existentes con otros servicios. 

Con posterioridad, se sugiere realizar un seguimiento de la derivación, contactándose con 

el servicio al cual se envió el asunto, para verificar la atención de él o los casos derivados, 

evaluando la pertinencia de la gestión, y perfeccionando el proceso en caso de ser 

necesario, por ejemplo, indicando requisitos de procedencia, o estableciendo un listado de 

antecedentes necesarios para procurar la atención, o incluso, un modelo o protocolo de 

derivación de casos que especifique lo anterior.  

Asimismo, es recomendable efectuar un seguimiento de la derivación con el usuario, a fin 

de corroborar que fue atendido por la institución correspondiente y el nivel de satisfacción 

obtenido de la atención. 

 

4.7. Espacios de Atención de la Línea de Orientación e Información en Derechos. 

Cada Corporación deberá procurar instalaciones accesibles y dotadas de los recursos 

necesarios para efectuar una atención en condiciones de dignidad y privacidad, como 

requisitos indispensables para el otorgamiento del servicio. 

 

4.7.1.  Dependencias físicas. 

Es común que se disponga de módulos de atención, cuya disposición optimiza el espacio y 

equipamiento, no obstante ello, lo anterior no puede atentar en contra del acceso y mínimo 

confort que requiere la realización de la entrevista, para generar la conexión y debida 

confianza con el usuario, en pro de una fluida y abierta expresión del motivo de consulta, 

en un volumen de voz adecuado para el profesional y el usuario. 

 

4.7.2. Mobiliario y equipamiento. 

El mobiliario y equipamiento constituyen recursos al servicio de la funcionalidad que 

demanda la entrevista. En este orden, será necesario contar con servicio telefónico y 

equipos computacionales que permitan el contacto y registro del caso. También material 

de difusión o listado de documentos necesarios para adjuntar en las distintas etapas del 

proceso. 



  

 
25  

 

Se sugiere propiciar una buena presentación del espacio de trabajo, evitando la 

acumulación de documentación u objetos que generen distracción, o presencia de 

elementos que impidan una comunicación fluida y bidireccional. 

 

4.7.3. Medios para trasmitir la información del servicio, o facilitar su requerimiento. 

La gestión de la sala de espera es crucial para propiciar una mejor disposición al servicio, 

facilitando información relevante que pueda permitir al usuario conocer sus derechos y la 

forma en cómo ejercerlos, fortaleciendo su comprensión de la situación que motiva su 

consulta. 

Para estos efectos, se sugiere integrar en la sala:  

- Formularios de solicitudes, reclamos, felicitaciones o sugerencias o libro 

destinado al efecto. 

- Planos o mapas de los procesos judiciales, y flujogramas del servicio. 

- Folletos o instructivos. 

- Boletines. 

- Afiches o carteles con información de interés general. 

- Paneles de información con temas de consulta frecuente. 

- Equipos computacionales que faciliten la autoconsulta o la obtención de 

información en línea. 

- Información de horarios de funcionamiento, teléfonos y sitio web. 

 

4.8. Perfil de los intervinientes de la Línea de Orientación e Información en Derechos. 

El perfil de los intervinientes de la línea es importante, debido a que por su ubicación 

estratégica en la cadena de servicios, se transforman en la primera imagen que se brinda a 

la ciudadanía, y esta visión es determinante para la percepción que el usuario se forma del 

servicio. 

En este contexto, tanto el personal administrativo como los funcionarios que poseen 

formación profesional deben ser personas que tienen una reconocida vocación de servicio 

y disponibilidad para la atención de público, cuya experiencia o preparación previa les 

permite contener y canalizar la emotividad o frustración con la que los usuarios se dirigen 

al servicio, encausando estos impulsos de manera positiva. Adicionalmente, deben ser 

capaces de conectarse con el usuario, a través de la escucha activa, comunicando de un 

modo claro, efectivo y asertivo toda la información que éste requiera. 

La profesionalización del servicio, exige que todos los funcionarios puedan participar de 

capacitaciones destinadas a desarrollar estas habilidades, aptitudes y destrezas, además de 
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instancias de autocuidado que posibiliten la contención y el intercambio de experiencias al 

interior del equipo frente a situaciones de alta exigencia. 

Preferentemente, la asesoría otorgada en esta línea ha sido ejecutada por abogados y 

trabajadores sociales que cuentan con al menos dos años de experiencia. 

Finalmente, atendida la necesaria complementariedad que demanda el diagnóstico socio 

jurídico, los funcionarios que ejecutan esta labor deben estar preparados para trabajar en 

equipos multidisciplinarios, en los cuales resulta clave determinar roles y competencias, 

para la mejor gestión del servicio, considerando que a todos les corresponderá participar 

de un proceso en el que debe haber claridad en el modelo de atención que se ejecuta, 

estrategia en el análisis y en la toma de decisiones a la que cada uno contribuye. 

 

4.9. Sistema de Registro de la gestión de la Línea de Orientación e Información en 

Derechos. 

Datos registrados en esta línea de servicio: 

 Persona (individualización mínima de registro debe ser coincidente con la 

estipulada en la Entrevista de Primera Atención (EPA)) 

 Caso. Respecto de este dato se registra: 

o Materia y sub materia en la que se procuró el servicio. 

o Ingreso. 

o Término del servicio. 

Los sistemas informáticos dan cuenta además de la continuidad del servicio, especificando 

tipo de término, derivación interna y externa, entre otros antecedentes. 

 

4.10. Aspectos operativos y de gestión del servicio. 

4.10.1. Plazos para la ejecución del servicio. 

 Agendamiento. 

Medición del tiempo transcurrido entre la solicitud del servicio y el otorgamiento de 

la atención. 

Habrá centros en que dicho agendamiento es inmediato, dado que existe capacidad 

institucional para procurar respuesta ante la demanda espontánea del servicio. En otras 

unidades operativas será necesario establecer una agenda de atenciones que permita 

ordenar el otorgamiento del servicio, considerando de un modo oportuno y preferente las 

necesidades específicas de grupos vulnerables, así como la urgencia que demanda el 
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abordaje de ciertas problemáticas, o situaciones en que se requiere celeridad en la atención 

a fin de evitar dejar al usuario en la indefensión. 

 Finalmente, cabe señalar que en virtud de los compromisos institucionales llevados 

a cabo desde el año 2016 en adelante, cada Corporación dispone de información que le 

permite determinar un estándar de agendamiento para sus unidades operativas, 

gestionando en consecuencia estos tiempos de espera. 

 

 Duración del servicio. 

Tiempo promedio de prestación: 30 minutos. 

 

 Manejo de la agenda de atenciones.  

Determinar la continuidad de las atenciones para los casos de inasistencia del 

usuario, dando lugar a la atención de casos preferentes que acuden en forma espontánea, 

o al ingreso de personas que acuden por primera vez y coinciden con la disponibilidad del 

servicio en forma inmediata, en pos de la oportunidad con que puede otorgarse la 

prestación.  

 

4.10.2. Indicadores de calidad y resultado de la Línea de Orientación e Información en 

Derechos. 

La línea de Orientación e Información en Derechos cuenta actualmente con registros 

desagregados que posibilitan numerosas mediciones, a partir de las cuales cada 

Corporación puede establecer estándares e indicadores que le permitan efectuar un 

exhaustivo seguimiento del servicio, perfeccionando su otorgamiento en términos de 

calidad y oportunidad en las prestaciones. 

Como herramientas para mejorar la gestión institucional, el establecimiento de metas y 

compromisos anualmente por parte de las cuatro Corporaciones de Asistencia Judicial, han 

permitido conocer en los últimos años el tiempo que dista entre el agendamiento y la 

entrega efectiva de la asesoría sociojurídica, así como los términos que permiten 

categorizar la conclusión del servicio. 

Sin perjuicio de estas mediciones y de los compromisos que puedan adquirirse en el futuro, 

se sugiere monitorear y dar seguimiento de manera interna y permanente a los siguientes 

indicadores: 

‐ Número de atenciones en base a distintos filtros. (Personas, sexo, materias, 

sub materias, ingresos, términos, tipos de términos, etc.) 
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‐ Medición de tiempo de espera entre la solicitud del servicio y la atención 

efectiva. 

‐ Medición de tiempo de realización de la entrevista. 

‐ Medición de la percepción del usuario, la satisfacción del servicio, 

pertinencia de las derivaciones efectuadas, entre otros aspectos. 

‐ Porcentaje de usuarios derivados directamente, que continúan recibiendo 

servicio de la Corporación. 

‐ Identificación de las instituciones a las que se derivan externamente. 
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CAPÍTULO V: LÍNEA DE PREVENCIÓN DE CONFLICTOS Y PROMOCIÓN DE DERECHOS. 

 

5.1 Conceptualización de la Línea de Prevención de Conflictos y Promoción de 

Derechos. 

La denominación de esta línea de servicio alude a dos conceptos que presentan definiciones 

y objetivos distintos: 

 Prevención de Conflictos: son todas aquellas acciones formativas y de capacitación 

legal que tienen por objeto entregar herramientas a la comunidad o a un grupo 

específico de ella, con la finalidad de que reconozcan sus derechos y la forma de 

ejercerlos, de modo que puedan detectar precozmente las situaciones que los 

vulneran, pudiendo abordarlas o bien conducirlas a la institución pública o vía 

resolutiva más pertinente. 

En este contexto, la relación que se establece a través de las acciones de prevención 

de conflictos supone un vínculo e intervención de carácter más intenso con los 

destinatarios, en cuanto a entrega de contenidos, metodología y tiempo invertido 

en la actividad. 

Finalmente, dentro de los objetivos de las acciones de prevención de conflictos se 

encuentran: el desarrollo de habilidades, cambio de actitudes, fomento de hábitos 

y refuerzo de factores protectores que permitan el ejercicio positivo de los derechos. 

 

 Promoción de Derechos: son todas aquellas acciones de sensibilización, difusión e 

información de Derechos dirigidas a la comunidad, en un ámbito específico, con la 

finalidad de empoderarla, promoviendo el respeto y el cumplimiento de la ley. 

Las actividades que se ejecutan en este marco, deben realizarse de un modo 

planificado, teniendo especial consideración en metodologías utilizadas para la 

expresión del mensaje, siempre a través de un dialogo comprensible para el 

destinatario, claro y preciso, mediante el cual se ejemplifique o explicite situaciones 

en las cuales se grafica la aplicación del derecho que se promueve. 

Sin perjuicio de la distinción expuesta, esta clasificación no obsta que una misma actividad 

pueda prevenir conflictos y promover derechos simultáneamente, debiendo ser registrada 

en conformidad a los criterios establecidos en los sistemas vigentes para estos efectos. 

Otra distinción de relevancia dice relación con el la visibilidad del servicio. En este sentido, 

si bien ha sido una recomendación permanente el señalar con claridad la institución desde 

la cual se ejecuta la acción, explicitando la misión y el quehacer de la Corporación, no todas 

las actividades que se ejecuten en esta línea tienen por objeto el posicionamiento del 

Servicio, debiendo revisarse el modo en que actualmente se efectúa esta presentación 

previa, antes de la actividad de la línea. 
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5.2. Descripción de la Línea de Prevención de Conflictos y Promoción de Derechos y 

clasificación de las actividades mediante las cuales éstas se ejecutan.  

La línea de Prevención de Conflictos y Promoción de Derechos se describe esencialmente 

por la entrega de servicios dirigida a un colectivo, que en el caso de las actividades de  

prevención se orientará hacia actores sociales específicos, que por condición, actividad o 

situación de vida se encuentren cercanos al potencial conflicto, y en el caso de la promoción 

de derechos, los destinatarios son grupos que manifiesten necesidad de conocer los 

derechos que les asisten frente a una problemática puntual, o público en general, a quienes 

puede o no afectarles directamente el derecho que se promueve. 

En el caso de la prevención de conflictos, la acción se ejecuta con la finalidad de que los 

actores sociales que se benefician de la actividad sean capaces de detectar el potencial 

conflicto, anticiparse a sus consecuencias y canalizar su resolución por las vías idóneas, para 

lo cual será necesario emplear herramientas metodológicas y de intervención de tipo 

pedagógico, que favorezcan la transferencia de conocimientos, como por ejemplo talleres, 

seminarios, cursos o capacitaciones. 

Para la promoción de derechos, se debe tener presente que los contenidos que se 

promueven deben ser acordes a las materias en las cuales se otorga asistencia a través de 

la oferta institucional, y su entrega se ejecuta mediante el uso de metodologías ad hoc al 

público objetivo, de modo que les permitan conocer los derechos de un modo lúdico y 

comprensible, por ejemplo, a través de exposiciones, plazas ciudadanas, ferias de servicio 

y trabajo en red.  

La forma en que se ejecuta esta línea de servicio demanda de la capacidad de organización 

y planificación del equipo ejecutor, quienes deben ejecutar una serie de etapas que se 

describirán posteriormente. 

Otro aspecto relevante de la línea se refiere al perfil de los profesionales que la realizan, 

quienes deben contar con habilidades comunicacionales y pedagógicas, orientando su 

intervención hacia las necesidades de los usuarios, con la finalidad de que estos adquieran 

los conocimientos jurídicos que se les trasmiten, y sean capaces de visualizar cómo opera 

el derecho ante los conflictos socio jurídicos.  Desde la perspectiva preventiva, el objetivo 

profundiza en la detección de situaciones conflictivas y su adecuada conducción hacia las 

instancias de resolución jurídicas específicas, por parte de la persona que participó en la 

formación. 
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5.3. Objetivos y funciones de la Línea de Prevención de Conflictos y Promoción de 

Derechos. 

 

5.3.1.  Objetivo general de la Línea de Prevención de Conflictos y Promoción de Derechos. 

Facilitar el acceso de las personas a la justicia, mediante la entrega de información socio 

jurídica, en la que se previenen conflictos y promueve el conocimiento y ejercicio positivo 

de sus derechos.  

 

5.3.1.1. Objetivos específicos de la Prevención de Conflictos: 

 Transferir conocimientos jurídicos a actores sociales determinados, respecto de 

conflictos socio jurídicos de afectación individual o colectiva. 

 Generar capacidades en esos actores sociales para prevenir y detectar la existencia 

de estos conflictos socio jurídico, para así gestionarlos y/o canalizarlos 

adecuadamente. 

 Informar aspectos relevantes de nuevas legislaciones y de las obligaciones que 

genera para los ciudadanos. Ej. Cuidado responsable de mascotas. 

 

5.3.1.2. Objetivos específicos de la Promoción de Derechos: 

 Sensibilizar y empoderar a las personas a través del conocimiento de sus derechos. 

 Promover el respeto y el cumplimiento de la ley. 

 Dar a conocer la normativa (leyes y otros cuerpos) que tienen mayor incidencia en 

la vida cotidiana de las personas y/o su grupo familiar.   

 

5.3.2.  Funciones de la Línea de Prevención de Conflictos y Promoción de Derechos. 

1. Entregar información socio jurídica a la comunidad, sea ésta organizada y no 

organizada. 

2. Prevenir conflictos por medio de la transferencia de conocimientos jurídicos.  

3. Promover los derechos para su respeto y positivo ejercicio. 
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5.4. Ejes centrales de la atención 

Sin perjuicio de los principios rectores de las líneas de asesoría jurídica, y los ejes centrales 

de la línea de Orientación e Información que resulten aplicables a este servicio, se han 

definido ejes específicos, considerando el carácter colectivo al que están dirigidas este tipo 

de prestaciones. 

En razón de lo expuesto, los ejes centrales de atención de la línea de Prevención de 

Conflictos y Promoción de Derechos son los siguientes:  

 Empoderamiento del individuo y de los actores sociales. 

Esta línea debe promover el empoderamiento de las personas que participan de sus 

actividades, como un medio para mejorar su calidad de vida a través de la 

adquisición de conocimientos jurídicos, convirtiéndose en facilitadores del derecho. 

De este modo, el empoderamiento puede servir como un mecanismo para efectuar 

una transformación individual y colectiva, cuyo desarrollo fortalece el tejido social, 

construyendo estructuras sociales más justas y equitativas, conformadas por 

personas que son conscientes de sus derechos y de las formas de ejercerlo.  

 

 Enfoque preventivo y de detección precoz de conflictos. 

Esta línea posee un enfoque preventivo que permite a sus destinatarios observar de 

manera atenta su realidad cotidiana, previniendo y/o detectando conflictos para 

poder gestionarlos y/o canalizarlos adecuadamente, en forma oportuna. 

 

 Intervención a nivel comunitario. 

El proceso de intervención que efectúa esta línea apela a una metodología basada 

en herramientas comunicacionales y pedagógicas, que utiliza la difusión, la 

promoción y la capacitación como medios idóneos para la transferencia de 

conocimientos socio jurídicos relevantes para la comunidad, y que permiten 

posteriormente que sus miembros puedan orientar y/o gestionar la resolución de 

conflictos de carácter individual o colectivo.  

 

 

5.5. Cobertura y materias atendidas 

5.5.1.  Acceso universal al servicio:  

La línea está dirigida a todas las personas, sin distinción de sexo, raza, edad, identidad u 

orientación sexual, etnia, nacionalidad y/o situación socioeconómica de la persona que lo 

solicita. 

Sin perjuicio de lo anterior, la planificación de las acciones de promoción que en este 

contexto se ejecuten, podrán optar por la realización de actividades dirigidas a toda la 
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población, o bien intervenciones de carácter preventivo y transformador, dirigidas a actores 

sociales o grupos en situación de vulnerabilidad que requieran de conocimientos jurídicos 

específicos. 

 

5.5.2. Materias atendidas por la Línea de Prevención de Conflictos y Promoción de 

Derechos. 

Todas aquellos conflictos de relevancia socio jurídica que sean planteados por personas o 

grupos de la población que sean requirentes del servicio. 

Esencialmente se trata de prevenir conflictos y promover derechos, en los ámbitos de 

familia, infancia, comunidad, asuntos laborales, conflictos de tipo civil, derechos 

emergentes como en materia de consumo, y el ámbito penal. 

Sin perjuicio de lo anterior, desde la perspectiva de la promoción de derechos, esta línea 

siempre será una plataforma útil para dar a conocer nueva legislación sustantiva y procesal, 

permitiendo a las personas acercarse de manera cotidiana y sencilla al conocimiento de sus 

derechos, propendiendo a su ejercicio responsable, y con apego a la ley. 

Por esta razón, no existen materias en las que se pueda vetar el ejercicio de este tipo de 

acciones, sugiriéndose en aquellos asuntos de mayor complejidad, la realización de 

actividades conjuntas con otros servicios públicos, que por su ámbito de competencia, 

permitan una mejor comprensión del derecho que se promueve, como por ejemplo, en 

temas migratorios, de Derechos Humanos, derechos del consumidor, conflictos 

medioambientales, o que afecten de un modo específico a grupos vulnerables.  

 

5.6. Etapas de la Línea de Prevención de Conflictos y Promoción de Derechos. 

La correcta ejecución de esta línea de servicio requiere de un proceso de planificación y 

organización que demanda tanto el conocimiento de las prioridades institucionales en 

materia comunicacional y de posicionamiento ante la autoridad, la población y los medios, 

así como del diagnóstico de las necesidades del saber socio jurídico que posee la comunidad 

en la cual están insertos los Centros de Atención Jurídico Social y centros especializados que 

la realizan. 

Dado lo anterior, las etapas que posibilitan la debida ejecución esta línea son las siguientes: 

a) Diagnóstico y detección de las necesidades: este proceso se caracteriza por el 

conocimiento que el equipo ejecutor debe poseer del medio o grupo objetivo 

destinatario de la capacitación. Para ello es importante levantar las necesidades de 

información y de las problemáticas jurídico sociales que le afectan, a través de 

reuniones con sus representantes, organizaciones comunitarias y/o funcionales, así 
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como con las otras instituciones públicas y/o privadas presentes en el territorio o 

ámbito específico de intervención. 

b) Planificación: La planificación supone la coherencia de las actividades planificadas a 

nivel central, regional y local por parte de todas las unidades operativas involucradas 

en su ejecución, considerando las prioridades institucionales, las demandas que el 

medio realiza al servicio. 

De este modo, en concordancia con los lineamientos y la organización de carácter 

general que emanan de los equipos técnicos y directivos de la Corporación, las 

unidades operativas deben realizar también su propia planificación de las 

actividades de la línea, considerando la información diagnóstica que releva las 

necesidades o temas relevantes para la comunidad o grupo objetivo de la acción. 

 

Para estos efectos, deben considerarse los siguientes aspectos: 

- Lineamientos de la Corporación en relación a esta línea de servicios. 

- Público o grupo objetivo del servicio. 

- Objetivos de la actividad (promocionales y/o preventivos) 

- Información socio jurídica y/o derechos que le sirven de contenido a la 

actividad. 

- Metodología y herramientas para el traspaso de contenidos. 

- Recursos humanos y materiales disponibles. 

- Cronograma de la actividad. 

- Indicadores de medición y/o evaluación del servicio. 

- Seguimiento. 

c) Elaboración de un plan comunicacional que defina los derechos que serán 

promovidos y asista técnica y metodológicamente a la realización de las 

actividades, ya sea de carácter promocional y/o de tipo preventivo. A partir del 

diagnóstico y la detección de necesidades realizada, se debe ajustar la planificación 

original, revisando los objetivos promocionales y/o preventivos previamente 

establecidos, determinando con mayor nivel de precisión los derechos que servirán 

de contenido a la actividad.  Siempre será útil considerar ejemplos o  situaciones que 

faciliten graficar la aplicación de la ley y permitan su mejor comprensión, abordando 

también las consecuencias derivadas de la transgresión del derecho y las vías de 

solución de conflictos, todo lo anterior, a través de una metodología acorde a las 

características de la población objetivo y el contenido propuesto. Una planificación 

adecuada, que es capaz de abordar los aspectos desarrollados en esta etapa 

preparatoria, permitirán garantizar de mejor modo el éxito de la actividad. 
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d) Convocatoria y difusión. Esta etapa es clave para el éxito de la actividad, por lo cual 

debe definirse en conjunto con la población objetivo o sus representantes, el modo 

más efectivo de hacerlo, considerando también el horario y lugar más adecuados, 

así como el tiempo óptimo de anticipación al evento para comenzar su difusión.  Esta 

información y expectativas deben ajustarse con la disponibilidad del equipo 

ejecutor, y los medios que posee la Corporación para materializar la actividad. 

Para la realización de la convocatoria puede pedirse apoyo a las instituciones 

públicas y privadas que puedan colaborar, así como a los medios de comunicación 

disponibles, y en general, a todos los actores sociales que puedan asegurar la 

participación de los destinatarios propendiendo a que su apoyo sea lo más amplio, 

plural y representativo. 

Finalmente, en las actividades de tipo preventivo, cuya intensidad demanda un 

mayor número de horas y sesiones destinadas a su ejecución, será crucial informar 

la programación completa al público al que está destinado, a fin de favorecer su 

completa participación y compromiso con ella. 

e) Ejecución de la actividad. Consiste en la realización de la actividad organizada, en 

conformidad a la planificación realizada. 

Cabe señalar que como buena práctica se sugiere evaluar la pertinencia de 

acompañar en la ejecución de estas actividades, de un dispositivo de atención en la 

línea de orientación e información en derechos, a fin de que se puedan captar y 

asesorar de un modo oportuno todas las inquietudes que de forma individual los 

participantes de la actividad planteen, efectuando el debido registro y 

agendamiento de la atención cuando corresponda. 

f) Evaluación y retroalimentación con los participantes. Esta línea de servicio debe 

contemplar la evaluación de los participantes, así como la autoevaluación del equipo 

ejecutor. Para estos efectos, debe considerarse instrumentos apropiados según el 

público objetivo, procurando considerar tanto aspectos que permitan verificar la 

transferencia de conocimientos, en los casos de intervenciones de carácter más 

intensivo como talleres, seminarios o cursos, y también de percepción, 

considerando la satisfacción de los destinatarios y sus recomendaciones de mejora. 

Todo lo anterior se suma a otro tipo de verificadores de la actividad, como la 

convocatoria, programa, presentaciones de contenido, listado de participantes, etc.  

g) Registro estadístico. Sin perjuicio de lo anterior, es esencial registrar la realización 

de la actividad propiamente tal en el registro estadístico de la línea, considerando el 

número y sexo de los participantes por tipo de actividad, como mínimo. 

 



  

 
36  

 

5.7. Perfil de los intervinientes de la Línea de Prevención de Conflictos y Promoción de 

Derechos. 

El perfil de los intervinientes de la línea es importante, debido a que su exposición hacia la 

comunidad y/o grupo objetivo permite generar una imagen del servicio que la Corporación 

brinda a la ciudadanía. 

En este contexto, tanto los profesionales que ejecutan la entrega de información socio 

jurídica, así como el personal administrativo que colabora como soporte de la actividad 

deben ser capaces de acoger y congregar a los participantes, generando un vínculo que 

posteriormente les permita efectuar consultas o derivaciones internas, hacia el Centro de 

Atención Jurídico Social o unidad operativa especializada, acorde a la problemática 

planteada. 

En este orden, los profesionales que ejecutan la línea deben poseer la capacidad de 

organizar y planificar la actividad, en los términos y etapas definidas previamente, para lo 

cual es clave mantener una vinculación positiva con su entorno, caracterizada por la 

legitimación y reconocimiento que la comunidad le otorga como funcionario de la 

Corporación. 

A su vez, el proceso de diagnóstico y detección de necesidades que realicen el o los 

profesionales ejecutores debe verse asistido por el conocimiento de las redes locales, las 

cuales le proveerán de información relevante para la pertinencia de la planificación, los 

objetivos propuestos, la metodología a emplear en función del público objetivo y el 

contenido definido, la convocatoria, horarios y lugares de realización de la actividad. 

Otro aspecto fundamental del perfil de los intervinientes dice relación con las habilidades 

de comunicación y el manejo de herramientas pedagógicas y conducción de grupo que 

pueda poseer el o los profesionales a cargo de la transferencia de conocimientos.  

En este sentido, las habilidades comunicacionales permiten trasmitir de un modo claro, 

asertivo y empático los contenidos preparados para los participantes, considerando su 

capacidad de abstracción, nivel educacional y conocimientos previos en torno al derecho o 

la situación problema abordada desde la perspectiva sociojurídica.  

Por su parte, el manejo de grupos supondrá la capacidad de gestionar la entrega de 

información al colectivo, a través de técnicas que le permitan asegurar la adecuada 

comprensión y control del tema, propiciando la reflexión conjunta a través de preguntas, 

ejercicios de casos, juegos de roles u otras fórmulas de intervención. 

Preferentemente, esta línea debe ser realizada por abogados, psicólogos y trabajadores 

sociales que cuentan con al menos dos años de experiencia, siendo estos últimos quienes 

mayormente asisten metodológicamente en la planificación y ejecución de las actividades, 
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por la pertinencia de su formación profesional con los fines que persiguen este tipo de 

actividades. 

Finalmente, atendida la necesaria complementariedad que demanda la ejecución de este 

servicio, los funcionarios que interviene en esta labor deben estar preparados para trabajar 

en equipos multidisciplinarios, en los cuales resulta clave determinar roles y competencias, 

para asegurar su mejor contribución al éxito de las actividades de prevención de conflictos 

y promoción de derechos planificadas. 

 

 

5.8.    Tipos de actividades que comprende la Línea de Prevención y Promoción de 

Derechos y Registros. 

Las actividades que se ejecutan en el marco de la línea, pueden clasificarse en las siguientes 

categorías: 

Capacitación y desarrollo de habilidades para la Prevención de Conflictos. 

 Seminarios: Esta actividad está dirigida a un público cuyo número excede las 30 

personas, donde existe más de un expositor, con una duración en general de media 

jornada o jornada completa, dirigido a la comunidad y/o al personal de otras 

instituciones. El contenido de esta actividad es entregado esencialmente, de manera 

expositiva. 

 

 Talleres: Actividad pedagógica que, mediante el trabajo en subgrupos y dinámicas, 

permiten un mayor grado de internalización de los contenidos, recogiendo la 

experiencia de los participantes, a través de su participación activa. 

 

 Formación de monitores: Consiste en la realización de una secuencia de talleres, de 

temas jurídicos y/o sociales, que permita la habilitación de los participantes para 

replicar dichos temas en su comunidad. Implica la formación de líderes de la 

comunidad o de otras organizaciones o instituciones diferentes a la CAJ, para lo cual 

se entrega una acreditación a los participantes, siempre que cumplan con los 

requisitos de participación y asistencia exigidos para esa formación. 

 

Promoción de Derechos.   

 Plazas ciudadanas: Son actividades realizadas en un lugar público, donde se difunden 

de manera masiva los derechos a partir de consultas que hagan las personas, lo que 

puede realizarse en un puesto o stand y repartiendo información escrita. 
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 Exposición informativa: Son actividades en la que se expone un tema específico a un 

grupo de la comunidad. La metodología no requiere la participación activa de los 

asistentes aun cuando se responden dudas. 

 

 Otros: Son todas aquellas acciones de promoción de derechos que no han sido 

comprendidas en las definiciones anteriores, especificando el tipo de actividad que 

se realiza. 

 

Estas categorías se encuentran presentes en los registros estadísticos correspondientes a la 

línea de prevención de conflictos y promoción de derechos en los instrumentos e 

instructivos de los Centros de Atención Jurídico Social y Centros Especializados de las CAJ. 

En estos registros debe consignarse el número de actividades realizadas, y el número de 

usuarios/as participantes, desagregado por sexo. 

Adicionalmente, en estos reportes se registran actividades de tipo no presencial, y que 

tienen por objeto captar el número de acciones de promoción de derechos ejecutadas a 

través de los medios de comunicación.  Para estos efectos se distingue entre: 

 Programa radial o de televisión: Son aquellas actividades en que un profesional 

asiste en representación de la Institución, sea como panelista, entrevistado o 

conduciendo un programa de radio o televisión, con el objeto de informar, 

comunicar y /o explicar a la audiencia una materia determinada. 

 

 Publicación en medios impresos: Se refiere a columnas de temáticas jurídicas, 

psicológicas y/o sociales, elaboradas en medios de prensa local o comercial. Incluye 

notas o entrevistas realizadas a un profesional de la institución en representación 

de ésta, a través de la cual se emite opinión sobre una materia o legislación en 

particular. 

 

 Publicación en medios informáticos: Toda publicación que verse sobre los 

contenidos expresados en el punto anterior, pero cuya publicación se realice en 

soporte electrónico, tal como páginas Web, informativos en línea, etc. 

El registro que se realiza respecto de los participantes deberá corresponder con el nivel de 

audiencia que el medio de comunicación informe respecto del programa al cual se asistió. 

 

 


